	79ª Reunión del Consejo Directivo del Instituto Interamericano del Niño

Informe de país

RESUMEN EN ESPAÑOL

Costa rica

Patronato nacional de la infancia

Octubre

2004




Estamos en un siglo lleno de avances tecnológicos y científicos, con nuevas ideas y aspiraciones sobre las personas y la convivencia humana en general.

Las transformaciones han sido veloces y en el campo de las familias ha tenido profundas repercusiones, por lo que incide tanto en la vida cotidiana como en las relaciones sociales; lo que requiere cambios en las concepciones, expectativas y prácticas entre hombres, mujeres, niños, niñas y adolescentes.

Los avances científicos en el campo de la salud nos permite decidir el número y el espaciamiento de los hijos o las hijas, y además nos enfrenta con la posibilidad de vivir más años que nuestros antepasados.

Del siglo XX heredamos grandes transformaciones en relación a la producción y la fuerza laboral aumentando las mujeres, niños, niñas y adolescentes en el mercado laboral, y cantidad de artefactos que facilitan de algún modo las tareas domésticas.

Tuvieron auge las luchas feministas, se ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño que exige un cambio radical en las relaciones adulto(a), niños(as) y adolescentes, se dio un auge del individualismo, han cambiado los roles laborales, familiares, la realización de las mujeres más allá del hogar en espacios tradicionalmente ocupados por hombres y a su vez,  los hombres aspiran a participar más activamente en el cuidado y educación de sus hijos e hijas.

Si bien la complejidad del fenómeno familiar, hace difícil valorar su desempeño frente a los retos de este milenio, las variaciones estructurales y dinámicas observadas en los hogares en un lapso de tiempo determinado, permiten suponer los requerimientos y ajustes necesarios en las funciones esenciales que la familia está llamada a ejercer.

El concepto de familia utilizado en Costa Rica es muy amplio y de acuerdo a las definiciones de Naciones Unidas en la década de los noventa, de acuerdo a esa característica debemos y hablamos de familias.

Si bien es cierto el punto de partida en las relaciones adulto(a)-persona menor de edad es la Convención sobre los Derechos del Niño, esa relación se desarrolló más ampliamente en el Código de la Niñez y Adolescencia con el fin de cumplir el mandato que establece como principales responsables a padres-madres, a la escuela, a la comunidad y por último, es el Estado quien le corresponde, en su función de garante, cuando fallan las instancias anteriores. 

La autoridad parental, ubicada en el Código de Familia costarricense, debe ser leída a la luz del citado Código, por la circunstancia real del paso de que las personas menores de edad eran objeto de compasión y lástima, para verlos(as) ahora, como sujetos sociales plenos de derechos, actualmente se está promoviendo legislación específica para la prohibición del castigo físico. Cabe aclarar que toda esta legislación ha sido difundidas a través de campañas, talleres, directamente en las escuelas y colegios, tirajes masivos de los cuerpos normativos, donde ha existido un compromiso decidido tanto por el sector gubernamental como por el no gubernamental.

El logro de un desarrollo humano integral, en un ámbito de solidaridad moral e intelectual, requiere de una educación que propicie la comprensión mutua y el crecimiento en un marco de interdependencia y de una cultura de paz.

Las familias constituyen el núcleo primario de los procesos de socialización y siempre ha sido el eje fundamental de las transformaciones sociales. “Los cambios en las familias se contemplan como imprescindibles para la construcción de una nueva sociedad. Una organización social y política, de un nuevo horizonte histórico en definitiva” (Iglesias, J., 1998:15).

La estructura y la dinámica de las familias son dimensiones que se conjugan para dar cuenta del ciclo vital de las familias a través de sus distintas etapas. Su comportamiento está mediatizado por un sistema de valores, normas y actitudes que da sentido a sus prácticas cotidianas; ahora debe darse  paso a una visión de las relaciones de género que posibilite una participación activa de hombres y mujeres en los distintos planos –económico, político y social- de la existencia humana. Igualmente debe comprender actitudes participativas y solidarias con la comunidad en aras del bien común, aspectos esenciales para la paz y la consolidación de un sistema de convivencia democrática.

Las posibilidades que tienen las familias para desempeñar sus funciones básicas están sujetas en primera instancia, a las condiciones del entorno social más amplio, en aspectos de salud, educación y aprovisionamiento económico en general.

En este sentido, Costa Rica con una extensión territorial de 51.100 Km cuadrados y una población aproximada de los 4 millones de habitantes, muestra una tasa de mortalidad infantil muy baja (10.8 por mil habitantes)) y una esperanza de vida al nacer de 74.5 años los hombres y 79.2 años las mujeres.

Los logros educativos se reflejan en mayores tasas de alfabetización y de matrícula combinada (un 94.8% y un 69% respectivamente) y la población sin acceso a los servicios de agua, servicios de salud y saneamiento es bastante reducida (4%, 20% y 16% respectivamente). Estas condiciones favorables permiten que el país ocupe el puesto 33 de acuerdo con el índice de desarrollo humano, y, el puesto 5 en la clasificación de los países en desarrollo según el índice de pobreza humana.

El comportamiento de estos indicadores es el resultado de políticas económicas y sociales que han propiciado una evolución positiva en esos campos a lo largo de varias década, sin embargo en 1966 el 15% de hogares costarricenses no satisfizo sus necesidades básicas y n 5.7% se encontraba en extrema pobreza, siendo los hogares de las zonas rurales lo más afectados.

El país cuenta con legislación especializada en familia tal como el Código de Familia y sus reformas, la ley de Violencia Doméstica, la Ley de Pensiones Alimentarias y en el caso concreto de Niños Niñas y Adolescentes con la Convención ratificada, el Código de la Niñez y Adolescencia, la Ley de Paternidad Responsable, la Ley de Justicia Penal Juvenil y muchas otras más, y un enorme número de Convenios Internacionales debidamente ratificados por la Asamblea Legislativa con fuerza superior a la legislación interna.

La familia, pese a estar sujeta a cambios y tensiones, constituye un valor fundamental del ser costarricense, de sus aspiraciones y de su seguridad, en dramático contraste con su desencanto y desconfianza frente al papel de otras instituciones sociales y prácticas políticas.

El papel central que jugó el Estado en el desarrollo social del país en décadas anteriores, el abandono del modelo de Estado benefactor, la corrupción y la consecuente falta de credibilidad y la tendencia a aferrarse a lo conocido, pueden estar en la raíz de esta actitudes. Igualmente la carencia de una visión del mundo en donde la ciudadanía, como parte de una comunidad y del sistema político y social, gesta sus propias condiciones de vida.

	    Conclusiones y Recomendaciones 


El proceso de reformulación de las leyes nacionales para la plena protección de los derechos de la niñez y de la adolescencia es un proceso que acaba de empezar. Sigue siendo necesario garantizar que las nuevas leyes reflejen las disposiciones y los principios de la Convención, especialmente los relativos a la no discriminación, a la participación y a los mejores intereses de las niñas, los niños y las y los adolescentes. 

Las autoridades nacionales, tienen el compromiso de traducir dicha normativa en políticas concretas. Los oficiales encargados de la aplicación de la ley, el poder judicial, las familias, los maestros, los profesionales que se ocupan del bienestar de la niñez y de la adolescencia y otras personas que trabajan con niños, niñas y adolescentes requieren de capacitación y apoyo para comprender cabalmente el contenido y el significado de las nuevas leyes y reglamentos, para interesarse en los cambios necesarios y contar con conocimientos que les permita aplicarlos. Tanto las niñas, los niños y las y los adolescentes, como las familias, deben conocer las nuevas leyes y las soluciones y procedimientos que tienen a su disposición en virtud de esas leyes.

Los Estados tienen que readecuar y reorientar sus políticas y sobre todo tienen que contar con una oferta programática y de servicios que les permita a las familias contar con opciones para convertirse en espacios reales en el que se protejan los derechos de la niñez y de la adolescencia, en los que se fomente y promueva una cultura de diálogo, de comunicación, de seguridad y de afecto.

Debe fortalecerse y ampliarse la normativa vigente para que efectivamente se proteja de manera integral a las niñas, a los niños y a las y los  adolescentes contra la violencia, incluso dentro de la familia y se prohíba el castigo físico como una práctica social y culturalmente hasta ahora aceptada. 

Se tienen que continuar realizando esfuerzos para que se apliquen las normas internacionales adoptadas en el nivel nacional y sancionar a las personas que explotan a la niñez y a la adolescencia bajo formas de trabajo infantil, explotación sexual infantil, trata, tráfico y su utilización en la pornografía; se deben de fijar edades mínimas para el empleo, prohibir las peores formas de trabajo infantil y reconocer el papel fundamental de la enseñanza en la prevención y regular las condiciones de trabajo de las personas adolescentes.

En síntesis, se tiene que crear conciencia nacional para que las familias puedan cumplir con sus responsabilidades en la protección y en el cumplimiento de los derechos de la niñez y de la adolescencia, para que nazcan, vivan y se desarrollen en todas sus capacidades y potencialidades, para esto se requiere del esfuerzo y los aportes solidarios y corresponsables de todos los sectores y actores de la vida nacional.
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